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SESIÓN EXTRAORDINARIA No. 017-2024

Acta de sesión extraordinaria, celebrada por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, de manera virtual, mediante la plataforma de Microsoft Teams, a las nueve horas treinta minutos del diez de abril de dos mil veinticuatro.

QUORUM:

Presidente
Doctor Juan Carlos Segura Solís
Representación del Patrono
Vicepresidente
Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
Representación del Patrono
Secretario
Licenciado Parris Quesada Madrigal
Representación del Patrono
Tesorero
Máster Mauricio Villalta Fallas
Representación del Colectivo Judicial
Director 2
Máster William Soto Solano
Representación del Colectivo Judicial

INVITADOS:

También participan en la sesión, el máster Oslean Mora Valdez, la licenciada Ingrid Moya Aguilar, los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, en su orden, director interino, subdirectora interina y asesores jurídicos interinos, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

AUSENCIAS JUSTIFICADAS:	

Director 1
Licenciado Arnoldo Hernández Solano
Representación del Colectivo Judicial

AUSENCIAS INJUSTIFICADAS:

No hay.

[bookmark: _Toc163633362]
ARTÍCULO ÚNICO

Documento N° 157-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, el oficio N.° 0099-JP/DJA-2024 del 27 de febrero de 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:

[bookmark: _Hlk165628081]“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a las solicitudes de pensión a raíz del fallecimiento del jubilado judicial Mario Alberto Zúñiga López, cédula de identidad 06-0283-0371, cuyo deceso acaeció el 17 de octubre de 2023 por las siguientes personas:

· (nombre 3), cédula de identidad (valor 3) (hija).
· (nombre 4), cédula de identidad (valor 4) (hija).
· Andrea Tristán Guido cédula de identidad 01-1050-0036 (cónyuge sobreviviente).
· Karol Ramírez Chinchilla en representación legal de (nombre 1) cédula de identidad (valor 1) (hijo).
· Valeria Fallas Abarca en representación legal de (nombre 2) cédula de identidad (valor 2) (hija).

I. Origen

Esta Dirección recibió las gestiones de las personas interesadas en las siguientes fechas: 

· 23 de octubre de 2023 (4 días hábiles posterior al fallecimiento), se reciben la solicitud de (nombre 3) en calidad de hija del señor Zúñiga López.

· 26 de octubre de 2023 (7 días hábiles posterior al fallecimiento), se recibe la solicitud de Andrea Tristán Guido cónyuge sobreviviente y (nombre 4) en calidad de hija del señor Zúñiga López.

· 27 de noviembre de 2023 (29 días hábiles posterior al fallecimiento), se recibe la solicitud de la señora Valeria Fallas Abarca como representante legal de (nombre 2) como hija del señor Zúñiga López.

· 29 de noviembre de 2023 (31 días hábiles posterior al fallecimiento), se recibe la solicitud de la señora Karol Ramírez Chinchilla en representación legal del menor (nombre 1) como hijo del señor Zúñiga López.

Para tales efectos, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de las valoraciones socioeconómicas de las personas solicitantes.

II. Valoraciones socioeconómicas practicadas

Mediante informes N.° 23-000904-721 TS, 23-001518-0728-TS, 23-002532-0732-TS y 23-001004-721-TS recibidos por esta Dirección el 21 de noviembre 2023, 20 de diciembre de 2023 y el 09 de febrero de 2024, suscritos por las Licenciadas. Rosa Fallas Bonilla, Iza G. Elizondo Herrera, Violeta Vásquez Rivera. y la Licda. Haydee Castro Chavarria, peritas del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de las jóvenes (nombre 3) y (nombre 4), así como, de las señoras Andrea Tristán Guido, Karol Ramírez Chinchilla en representación legal de (nombre 1) y Valeria Fallas Abarca como representante legal de (nombre 2).

III. Consideraciones más relevantes de los estudios socioeconómicos de acuerdo con el criterio de las Profesionales en Trabajo Social

1. (nombre 3) (hija):

“(…) La referida (nombre 3) es costarricense, portadora de la cédula de identidad (valor 3), con 17 años de edad, soltera, está cursando undécimo año de secundaria en colegio técnico. Vecina de Desamparados. Se presentó puntual a la valoración, con vestimenta acorde a su sexo y edad.

De sus antecedentes familiares se relata que sus padres le procrearon en relación de noviazgo, para entonces su madre la Sra. Karen Ramírez Soto tenía 17 años de edad y el Sr. Mario Alberto Zúñiga López (difunto) 27 años de edad.

Relata la Sra. Ramírez, que cuando se enteró de su embarazo, se lo hizo saber al padre, pero él aceptó que fuera su hija, por lo que inició proceso de reconocimiento de paternidad y pensión alimentaria, la cual logró hacerla efectiva cuando (nombre 3) tenía 3 años de edad aproximadamente, ya que fue muy difícil notificarle de ese proceso.

Desde los 3 años de (nombre 3) hasta su fallecimiento, el Sr Zuñiga aportó para las necesidades materiales de su hija a través de pensión alimentaria interpuesta por Juzgado de pensiones alimentarias de Desamparados.

La Sra. Ramírez tiene tuvo dos hijas, la referida y otra hija menor de nombre (nombre 5) de 15 años de edad, quienes conforman el grupo familiar actual, junto con la abuela materna, la Sra. Lillian Soto Picado de 66 años de edad, pensionada.

Se describe que los primeros años de vida de la referida, vivían en casa de la abuela materna, pero por problemas de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), la Sra. Ramírez se fue a vivir de forma independiente con sus dos hijas por varios años, durante los cuales ella trabajaba a tiempo completo para atender las necesidades de sus hijas y recibía la pensión del padre de (nombre 3) por un monto de 188.340 colones al mes y la pensión del padre de (nombre 5).

(nombre 3) padece de las siguientes enfermedades: "(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)", los cuales han implicado un internamiento hospitalario por aproximadamente un mes en el año 2022, consultas médicas constantes para seguimiento y tratamiento en la CCSS, las cuales se mantienen en la actualidad. Lo que a su vez implicó, que su madre no pueda trabajar a tiempo completo para acudir a todas las citas médicas, acompañar a la referida en el tratamiento e inclusive supervisar su correcta ingesta de alimentos.

Hace aproximadamente dos años, la Sra. Ramírez fue despedida de su trabajo, el padre de su hija (nombre 5) dejó de aportar la pensión (se desconoce su paradero), se dió un rebajo del aporte de la pensión del fallecido, pasó de 188.324 a 100.000 colones al mes (abril del 2023). Lo que implicó que no pudiera pagar el alquiler y atender las necesidades de su hija referida, por lo que por irse a vivir en casa de su madre en junio del presente año, a pesar de que la comunidad donde está ubicada esta vivienda, es conocida por la presencia de patologías sociales, tales como el consumo y venta de drogas. 

Agrega que actualmente su madre se mantiene (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), pero en esta casa no cuentan con el espacio adecuado para ellas y se afecta la dinámica e independencia familiar.

Se observa en la documentación que el rebajo de pensión del fallecido se dio por sentencia judicial en abril del 2023, ya que fue pensionado por invalidez. Al respecto la Sra. Ramírez indica que ella apeló esa resolución, ya que el monto ordenado no le permite atender las necesidades materiales de su hija.

Los ingresos familiares proceden de salario de la Sra. Ramírez como empleada doméstica por tres días a la semana, con ingreso de 120.000 colones al mes, además su pareja actual (sin convivencia) le ayuda con aproximadamente 45.000 colones al mes.

Con la documentación aportada se establece el siguiente cuadro resumen de la situación económica para la referida, su madre y hermana menor, para el mes de setiembre del 2023, previo al fallecimiento del Sr. Zúñiga.

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

La casa que habitan propiedad de la abuela materna consta de tres dormitorios, uno utilizado por la abuela, uno por la referida, otro por la progenitora con la hija menor y uno lo usan de bodega de las pertenencias que tenían cuando vivían de manera independiente.

Se observó en buenas condiciones de aseo y mantenimiento, ubicado en zona urbana, con acceso a servicios básicos. La abuela materna de referida les solicita el pago de los servicios básicos, ya que su ingreso procede de su pensión por un monto de 150.000, quien, ante la ausencia actual del ingreso de la pensión alimentaria de la referida, les ayuda con la compra de alimentos (…)”

2. Andrea Tristán Guido (cónyuge) y (nombre 4) (hija):

“(…) Las personas referidas son la señora Andrea Tristán Guido, de 44 años de edad, costarricense, cédula de identidad: 1-1050-0036, universidad completa, viuda, vinculada al mercado laboral, se desempeña como Trabajadora Social, en el Área de Valoración Psicosociolaboral (AVAL). La evaluada labora para el Poder Judicial desde el 2011, se encuentra en propiedad. 

Por otra parte, la joven (nombre 4) de 17 años de edad, costarricense, cédula de identidad número: (valor 4), secundaria completa, en el 2023 concluyó y aprobó el undécimo año.

Relativo a los antecedentes sociofamiliares de la evaluada, se obtiene que estuvo en matrimonio con el señor Mario Alberto Zúñiga López, quien falleció a la edad de 46 años.

La señora Tristán menciona que tuvieron una relación de pareja, desde el año 2003 siendo que, en el año 2015, establecen unión libre y se casan en marzo del 2023. Durante ese tiempo de relación tuvieron una única hija (nombre 4).

Refiere la evaluada que el fallecido, tenía dos años de estar pensionado, se desempeñó como agente del Organismo de Investigación Judicial (OIJ), era una persona con (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). La señora Tristán informa que el fallecido registra un grupo filial compuesto por: (nombre 1), (nombre 3) e (nombre 2), todas las personas son menores de edad.

También la evaluada indica que las hijas ((nombre 3) e (nombre 2)), recibían pensión alimentaria y apoyaba de forma voluntaria al hijo mayor, pero asegura desconocer los montos del dinero que aportaba a las personas menores de edad.

Al momento de la valoración, la evaluada integra grupo familiar monoparental materno, al lado de sus hijas: Silvana López Tristán de 27 años de edad, es médica general, vinculada al mercado laboral formal y su hija (nombre 4).

En cuanto a las condiciones económicas del grupo familiar, previas al fallecimiento del esposo de la evaluada, indica que ambos aportaban a la manutención del hogar, en este momento la señora Tristán es el principal ingreso del hogar y recibe el aporte económico de su hija mayor.

Con respecto a la organización familiar, la evaluada comenta que tienen casa propia, la cual se ubica en una comunidad rural, según consulta realizada al Instituto de Estadística y Censos (INEC). 

El pago de la casa, lo asume la señora Tristán, mediante un préstamo, siendo concordante con la planilla presentada de la segunda quincena de noviembre del 2023. Agrega, la evaluada que al asumir el pago del préstamo, la persona fallecida, aportaba a la alimentación, daba una parte del pago de la mensualidad del colegio de (nombre 4) y el pago de servicios básicos.

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Fuente: Construcción propia con base a documentación aportada y entrevistas realizadas.

Es importante mencionar que con la diferencia entre ingreso y egreso el cual es de ¢166.982.12, la evaluada debe enfrentar los costos de traslado de la persona menor de edad, al centro de estudio, los cuales no se pueden evidenciar en este momento, porque acaba de finalizar la secundaria y aún no inicia los cursos universitarios. También se debe considerar los gastos anuales como el pago del colegio profesional, al cual está afiliada la señora Andrea, por un monto de ¢132.138.00, siendo consistente con el comprobante de pago del Colegio de Trabajadores Sociales. Otro gasto anual, corresponde a los lentes de (nombre 4), con un costo de ¢66.700.00, según la factura 29708180, de ASEMBIS Alajuela, en fecha 11/02/23.

La joven (nombre 4) recibe tratamiento psicológico desde julio del 2023, a nivel privado por presentar "(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)", con un costo de ¢28.000 colones mensuales, siendo consistente con el comprobante de asistencia a Terapia. Al revisar la constancia, se anota por parte del Mag. Kenneth González que no se agendaron citas, "en próximos meses, por limitaciones económicas de la madre".

Por otra parte, la evaluada refiere que la persona fallecida antes de presentar complicaciones en la condición de salud, utilizó la tarjeta de crédito para comprar materiales para iniciar un proyecto, por lo que ahora se prepara para vender los materiales y recuperar el dinero invertido.

(nombre 4) se encuentra atravesando el proceso de duelo, a pesar de ello, se mostró expresiva, respetuosa y amable durante la entrevista. La joven informa que a pesar de lo sucedido y su condición emocional, logra ganar el curso lectivo, por lo cual, se prepara para iniciar sus estudios universitarios. (nombre 4) expresa que su deseo es iniciar la carrera de administración, también realizar un curso de lashista y estética, así como retomar otros proyectos personales.

Al respecto, la joven presenta constancia del East Side High School, en donde se anota que la evaluada curso y aprobó el undécimo año, durante el período lectivo 2023, en fecha 12/12/23. También se aportaron los planes de estudios de ambas carreras.

Al momento de la valoración domiciliaria, se logra observar los recursos de apoyo que tenía la persona fallecida (silla de ruedas, prótesis), es una vivienda construida en su totalidad de cemento, tiene tres habitaciones. (…)”

3. (nombre 1) (hijo):

“(…) Conforme a la agenda que al efecto lleva este despacho, se envió boleta de citación mediante la Oficina de Comunicaciones Judiciales, a fin de que la persona referida se presentara el día 15-12-2023 a las 2:00 pm horas en las Oficinas de Trabajo Social y Psicología de Cartago. 

La progenitora se presentó e indicó en su calidad de representante legal de la persona referida.

Luego, se le explicó la metodología a emplear en cuanto a la valoración social y consentimiento informado, ante lo cual solicitó otro espacio para apersonarse con su hijo. Al respecto, se le asignó cita el día 20-12-2023 en horas de la mañana y se presentó junto con la persona referida.

Sin embargo, la señora Karol Ramírez Chinchilla manifestó no estar de acuerdo con participar en la valoración social indicando “considero un derecho de mi hijo recibir esta pensión y no estoy de acuerdo en exponer mi vida privada. La solicitaré por medios legales. Lo anterior en calidad de madre y representante legal de mi hijo”. 

Por otra parte, el joven (nombre 1), de 17 años de edad, no estuvo de acuerdo en que se practicara la valoración social, indicando "ya que no deseo decir mi vida privada".
 
En ese sentido, se le respetó el derecho de voluntariedad en su condición de persona menor de edad, así mismo dadas las limitaciones expuestas no es posible realizar la presente referencia y por tanto se procede al cierre de carpeta en esta oficina. (…)”

4. (nombre 2) (hija):

“(…) La señora Valeria Fallas Abarca solicitó la pensión en representación de su hija (nombre 2), quien era hija del jubilado fallecido el señor Mario Alberto Zúñiga López.

La solicitante es costarricense con cédula de identidad (valor 2) años, estudiante de primaria, este año cursa el cuarto grado en un centro educativo privado, lugar donde se encuentra inscrita desde preescolar, presenta buen rendimiento académico según se reportó.

(nombre 2) es hija única, se ha desarrollado con la progenitora, se reportó que el progenitor nunca conformó grupo familiar con ella, sin embargo, desde su nacimiento la reconoció legalmente y mantuvo interrelación paterno-filial, además de aportarle económicamente, no obstante a los 5 años de (nombre 2) la señora Valeria solicitó la pensión alimentaria porque presuntamente durante algunos meses no cumplió responsablemente.

Al establecerse la pensión se cancelaba mediante deducción de planilla por un monto de ¢ 90.000 lo que se mantuvo hasta mayo del 2023, porque las partes acordaron el archivo del expediente, a fin de que él asistiera a una actividad fuera del país y él se comprometió a aportar ¢100 000 por mes, dinero que lo entregaba personalmente a la abuela materna de la niña de manera puntual, lo que fue confirmado por la señora Olga Marta Abarca Agüero, en la entrevista realizada. Dicha suma presuntamente fue conocida por terceros, quienes así lo manifestaron mediante declaración jurada.

El dinero aportado por el fallecido era complementario al salario que devenga la madre de la niña, quien se desempeña como auxiliar administrativa en la jefatura de la defensa pública en el I Circuito Judicial de San José.

La señora Fallas Abarca ha sido la encargada de administrar el dinero para el pago de los egresos del grupo familiar, entre los que se destacan las necesidades básicas, gastos de educación y salud, entre otros.

El grupo familiar de la niña está conformado por la madre, quien tiene 38 años, es soltera, sin pareja, Licenciada en Criminología y Bachiller en Derecho. Ambas cuentan con el apoyo habitacional de los abuelos maternos de la (nombre 2). En relación con la organización económica del grupo familiar descrito, a continuación se detallan los ingresos y egresos mensuales reportados:

Los ingresos del grupo familiar corresponden a lo siguiente

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

De la información anterior se desprende que el grupo familiar presenta un déficit de ¢188 550.78, por lo que según entrevista a la señora Valeria y a la fuente colateral, los abuelos maternos apoyan en el pago de los servicios públicos, así como en la compra de algunos alimentos.

No obstante, de la entrevista realizada a la señora Olga (abuela) se desprende que ella y su esposo tienen sus propias obligaciones, dependiendo de sus respectivas pensiones.

Por otra parte, en los cuadros se refleja que no se incorporaron rubros en vestido, calzado y salud, de este último indicó que la niña requiere atención odontológica y oftalmológica, tiene pendiente los lentes desde el año 2022.

Se encuentra asegurada por un familiar, según consulta a validación de derechos de la Caja Costarricense de Seguro Social. La madre expuso que el fallecido la tenía asegurada anteriormente, sin embargo, se carece de documento probatorio.

En el área de educación, anualmente debe asumir la matrícula, los materiales y los uniformes.

Por otra parte, a nivel personal la señora Fallas Abarca manifestó no haber realizado la consulta ginecólogica, un ultrasonido abdominal y una gastrocopía por limitaciones económicas.

La vivienda se encuentra a nombre de la abuela materna de la niña y la señora Valeria es dueña de la nuda propiedad, según consulta al Registro Nacional de la Propiedad.

Expectativa del proceso "la pensión es para satisfacer las necesidades materiales de mi hija”. (…)”

IV. Normativa atinente al caso

La Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N.º 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“(…) Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”
Tienen derecho a pensión por orfandad:

1)	Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas:

1.1) Solteros menores de edad.
1.2) Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora (...)”

“(…) Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante (…)” 

El reglamento General del régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el capítulo III, Artículo 32, Sobre la fijación de los montos de pensión indica: 

“(…) d) Cuando se presente solicitud de cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada e hijos (as): Hasta un máximo del 66% para la persona cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada y 34%, repartido en partes iguales, para los demás gestionantes, del 80% del porcentaje máximo que se puede otorgar conforme el 229 de la LOPJ. (…)” 

Asimismo, según criterio N.° 0083-AJ/DJA-2023, emitido por la asesoría jurídica del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conocido por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.° 044-2023 celebrada el 31 de octubre de 2023, artículo X, se concluye:

“(…) que la finalidad de la pensión por sobrevivencia es proteger al cónyuge sobreviviente y al núcleo familiar por la disminución de ingresos producto de la supresión del aporte económico que realizaba la persona cotizante fallecida, con independencia de si ésta es el único o mayor al proveído por el cónyuge supérstite, pero se reitera, siempre que los ingresos que reporte la familia no sean suficientes para autosatisfacer sus necesidades, pues otorgar una pensión cuando se ha demostrado que el núcleo familiar no requiere del beneficio, atenta contra la sostenibilidad del fondo y va en contra del fin del importe de la pensión, el cual pretende sustituir la ayuda que el causante otorgaba a las personas que de este dependían, sean o no cónyuges, de manera que no queden en una situación de indigencia. 

Por lo tanto, el informe social rendido por la oficina especializada, tiene un carácter orientador y provee al órgano decisor un panorama más amplio de la situación económica que enfrenta la parte gestionante. Debemos recordar que, la demostración total de dependencia económica, no es sinónimo de otorgar la totalidad del porcentaje de dinero permitido por ley, por lo que es necesario valorar la disminución de ingresos producto de la supresión del aporte económico que realizaba la persona cotizante fallecida, para determinar la necesidad real del posible beneficiario. 

Amén de lo anterior, no debe perderse de vista que la dependencia económica está prevista como un requisito sine qua non para otorgar una pensión por sobrevivencia, es decir, el beneficio de pensión procede si y solo si se demuestre fehacientemente que la persona gestionante dependía del aporte de la persona cotizante fallecida para vivir dignamente. Y en igual sentido, el porcentaje que se acuerde conceder por parte de la Junta Administradora debe ser conteste a la valoración realizada por el órgano técnico (…)” El resaltado no corresponde al original. 

V. Datos de interés

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Mario Zúñiga López era de ¢ 762,608.46 (setecientos sesenta y dos mil seiscientos ocho colones con 46/100) mensuales en bruto y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) mensuales líquidos, dado que a dicho beneficio se le aplicaban pensiones alimentarias. 

· Conforme a la normativa actual vigente y con base al reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones Del Poder Judicial el monto máximo al que puede aspirar la señora Andrea Tristán Guido conyugue sobreviviente de aprobarse la pensión es del 66% del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢ 402,657.27 (cuatrocientos dos mil seiscientos cincuenta y siete colones con 27/100) mensuales en bruto. Además, el monto al que aspiran los hijos e hijas del jubilado fallecido, a saber (nombre 3) y (nombre 4), así como, de las señoras, Karol Ramírez Chinchilla en representación legal de (nombre 1) y Valeria Fallas Abarca como representante legal de (nombre 2) de aprobárseles la pensión es del 34% del 80% del monto que devengaba de jubilación su padre, para este caso equivale a ¢ ₡207,429.50 (seiscientos diez mil ochenta y seis colones con 77/100) mensuales en bruto, repartido en partes iguales.

· Respecto a los estudios para los hijos mayores de 18 y menores de 25 años de edad la Ley vigente establece que deben ser: “(…) reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora (…)” el resaltado no pertenece al original.

De acuerdo con la documentación aportada los jóvenes (nombre 3) y Valeria Zuñiga al momento que se realizó el estudio socioeconómico eran menores de edad sin embargo, a la fecha de este documento (nombre 3) cumplió la mayoría de edad y (nombre 4) está por cumplirlos el próximo 21 de marzo de 2024 por lo cual se les solicitó que presentara formación académica indicando que actualmente se encuentran estudiando en el Colegio Técnico Profesional de Dos Cercas y en la Universidad Hispanoamericana (UH) respectivamente. 

· Sobre las posibles vigencias del beneficio, las cuatro solicitudes de pensión fueron presentadas de la siguiente manera:

1. El 23 de octubre de 2023, un total de 04 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Zúñiga López, se recibió la gestión de la joven (nombre 3).

2. El 26 de octubre de 2023, un total de 07 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Zúñiga López, se recibió la gestión de la cónyuge sobreviviente Andrea Tristán Guido y la hija (nombre 4).

3. El 27 de noviembre de 2023, un total de 29 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Zúñiga López, se recibió la gestión de la hija menor (nombre 2).

4. El 29 de noviembre de 2023, un total de 31 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Zúñiga López, se recibió la gestión del hijo menor (nombre 1).

VI. Conclusiones:

Con base en lo plasmado por la persona profesional en trabajo social en su informe, se extraen las siguientes conclusiones:

(nombre 3) 

“Concluida la investigación de Trabajo Social se determina que el padre de la referida, Sr. Mario Zúñiga López (fallecido) aportaba para las necesidades básicas para su hija (nombre 3), a través de la pensión alimentaria interpuesta por el Juzgado de pensiones de Desamparados, cuyo último rebajo establecido no le permite atender otras necesidades tales como vestido, recreación y adecuadas condiciones de vivienda para la referida y su grupo familiar actual.

Se conoció que (nombre 3) depende del aporte de su progenitor para la atención de sus necesidades básicas y para continuar con su proceso educativo. Al no contar con el aporte que le brindaba el padre en vida, sus derechos se están viendo afectados de manera negativa, sin poder atender necesidades básicas, su derecho al estudio y realización de proyecto de vida.”

Andrea Tristán Guido y (nombre 4):

“La señora Andrea Tristán Guido y el funcionario judicial fallecido Mario Alberto Zúñiga López, mantuvieron una relación de pareja de 20 años aproximadamente, siendo que en el año 2023 establecieron matrimonio, teniendo una única hija (nombre 4), persona menor de edad, referida.”

Como hallazgos obtenidos de la evaluación socioeconómica realizada, se identificó que, al momento del deceso del funcionario judicial, las personas evaluadas mantenían dependencia económica hacia éste, para complementar la satisfacción de las necesidades básicas y los gastos relacionados de la persona menor de edad.

El grupo familiar reside en vivienda propia, la cual aún tiene pendiente el pagó del préstamo que asume la señora Andrea Tristán, por un monto de ¢589.610.00 colones mensuales. La vivienda se ubica en una comunidad rural, con acceso a los servicios públicos.”

(nombre 2): 

“Según la información obtenida se determina que (nombre 2) para quien se solicita la pensión, es una persona menor de edad, estudiante de primaria, que desde su nacimiento ha vivido con la progenitora quien le ha brindado satisfacción de necesidades materiales complementando con el ingreso de la pensión que aportaba el jubilado fallecido.

El aporte económico del señor Zúñiga se constituía en un rubro representativo, siendo que el salario que percibe la progenitora resulta insuficiente para satisfacer necesidades, como estrategia se identifica el apoyo de los abuelos maternos, sin embargo, son adultos mayores que no tienen responsabilidad directa y deben asumir gastos propios.

Por la etapa del desarrollo en que se encuentra la persona menor de edad se encuentra en estado de vulnerabilidad, pudiendo afectar áreas sensibles para el sano desarrollo, es decir, en lo académico - profesional, salud y social.”

(nombre 1):

Ante la ausencia de información relativa a los egresos que posee el joven (nombre 1), esta Administración se ve limitada para la determinación si existe o no dependencia económica establecida en el artículo N.° 228 en la L.O.P.J vigente, así como la magnitud de esta. 

Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N.° 228, delimitando claramente como posibles beneficios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera. 

VII. Recomendaciones 

Teniendo en cuenta que el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (RGRFJPPJ) vigente, en el capítulo III, artículo 32, sobre la fijación de los montos de pensión indica: 

“(…) d) Cuando se presente solicitud de cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada e hijos (as): Hasta un máximo del 66% para la persona cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada y 34%, repartido en partes iguales, para los demás gestionantes, del 80% del porcentaje máximo que se puede otorgar conforme el 229 de la LOPJ. (…)”

Se somete a valoración del estimable órgano máximo de dirección la siguiente propuesta de asignación de pensión:

	Nombre
	Vinculo
	%
	Monto bruto

	Andrea Tristán Guido
	Cónyuge
	32.00%(del 80%)
	₡195,227.77

	(nombre 4)
	Hija
	11.33%(del 80%)
	₡69,122.83

	(nombre 3) 
	Hija
	11.33%(del 80%)
	₡69,122.83

	(nombre 2):
	Hija
	11.33%(del 80%)
	₡69,122.83

	(nombre 1):
	Hijo
	0.00%
	₡ 0.00

	Total
	
	65.99% (del 80%)
	₡402.596.26



Teniendo como justificación los siguientes rubros:

1. Considerando los montos que el señor Mario Alberto Zúñiga López brindaba que la señora Andrea Tristán Guido y su hija (nombre 4), ambas presentan un déficit económico de ¢ 166 982,12 (ciento sesenta y seis mil novecientos ochenta y dos colones con 12/100) entre sus ingresos y egresos fijos, así como egresos anuales de ¢132 138,00 (ciento treinta y dos mil ciento treinta y ocho colones con 12/100) por concepto de Colegio profesional y ¢ 66 700,00 (sesenta y seis mil setecientos colones con 00/100) por concepto de Lentes de (nombre 4), además de ¢28.000,00 (veintiocho mil colones con 00/100) mensuales por concepto de consulta psicológica de la joven (nombre 4), para un total de ¢211 551,95 (doscientos once mil quinientos cincuenta y un colones con 95/100), se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne a ambas partes sea el siguiente:

· A la señora Andrea Tristán Guido en calidad de cónyuge sobreviviente un 32,00% equivalente a ₡195,227.77 (ciento noventa y cinco mil doscientos veintisiete colones con 77/100) monto bruto y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) monto líquido. Esto a partir del 18 de octubre de 2023, día después del fallecimiento. Seguidamente el detalle:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

1. Además, con respecto a sus descendencias y considerando lo establecido en el artículo N.° 32 del RGRFJPPJ en el que se indica que máximo podrán optar por un 34,00% del 80% del beneficio bruto que recibía el señor Zúñiga López, repartido en partes iguales, se estima conveniente recomendar se les asigne los siguientes porcentajes de pensión: 

· A la joven (nombre 4) en calidad de hija menor de edad pronto a cumplir la mayoría de edad un 11,33% equivalente a ₡69,122.83 (sesenta y nueve mil ciento veintidós colones con 83/100) monto bruto y ₡ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) monto líquido. Esto a partir del 18 de octubre de 2023, día después del fallecimiento. Seguidamente el detalle:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

· A la joven (nombre 3) en calidad de hija mayor de edad un 11,33% equivalente a ₡69,122.83 (sesenta y nueve mil ciento veintidós colones con 83/100) monto bruto y (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) monto líquido, esto a partir del 18 de octubre de 2023, día después del fallecimiento. Seguidamente el detalle:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

· A la niña (nombre 2) en calidad de hija menor de edad un 11,33% equivalente a ₡69,122.83 (sesenta y nueve mil ciento veintidós colones con 83/100) monto bruto y ₡ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) monto líquido. Esto a partir del 27 de noviembre de 2023, fecha en que se finalizó de aportar la documentación para la solicitud de pensión. Seguidamente el detalle:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

1. Con respecto al joven (nombre 1) hijo menor del señor Zuñiga López se considera que la ausencia de documentación genera limitaciones y restringe el análisis relacionado con la situación de dependencia económica de la persona gestionante, por ende, se recomienda denegar la solicitud de pensión y el archivo de las presentes diligencias, ante la ausencia de elementos probatorios que permitan establecer un esquema de gastos de la persona solicitante, requerido para los efectos correspondientes.

Cabe destacar que dichos porcentajes se definen en proporción a lo reportado en los estudios de intervención N.° 23-000904-721 TS, 23-001518-0728-TS, 23-002532-0732-TS y 23-001004-721-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, el cual toma como referencia la documentación aportada y manifestaciones realizadas de los jóvenes (nombre 3) y (nombre 4), así como, de las señoras Andrea Tristán Guido conyugue sobreviviente, Karol Ramírez Chinchilla en representación legal de (nombre 1) y Valeria Fallas Abarca como representante legal de (nombre 2), en cuanto a los ingresos y egresos mensuales de cada grupo familiar, esto con el fin de que puedan solventar sus gastos y conservar un estilo de vida estable.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas. 
 
Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

Anexos:

1) Dictámenes Socioeconómicos:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

2) Medios de notificación:

(…)”.
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[bookmark: _Hlk163633804]Se acuerda: 	Una vez analizadas las solicitudes de pensión incoadas ante el fallecimiento del jubilado judicial Mario Alberto Zúñiga López, así como los dictámenes socioeconómicos emitidos por el Departamento de Trabajo Social y Psicología, los elementos valorados en el oficio N.° 0099‑JP/DJA‑2024 del 27 de febrero de 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, y, de conformidad con los artículos 228 y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el artículo 32 del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Andrea Tristán Guido, en calidad de cónyuge sobreviviente, cuya asignación será de un 32% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el señor Zúñiga López al momento de su deceso, equivalente a ¢195 227,77 (ciento noventa y cinco mil doscientos veintisiete colones con setenta y siete céntimos) mensuales en bruto menos las deducciones que por Ley correspondan. Esto a partir del 18 de octubre de 2023. 2.) Acoger la solicitud de pensión que formula la joven (nombre 4), en calidad de hija menor de edad pronto a cumplir la mayoría de edad, cuya asignación será de un 11,33% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el señor Zúñiga López al momento de su deceso equivalente a ¢69 122,83 (sesenta y nueve mil ciento veintidós colones con ochenta y tres céntimos) mensuales en bruto menos las deducciones que por Ley correspondan. Esto a partir del 18 de octubre de 2023. 3.) Acoger la solicitud de pensión que formula la joven (nombre 3), en calidad de hija mayor de edad, cuya asignación será de un 11,33% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el señor Zúñiga López al momento de su deceso equivalente a ¢69 122,83 (sesenta y nueve mil ciento veintidós colones con ochenta y tres céntimos) mensuales en bruto menos las deducciones que por Ley correspondan. Esto a partir del 18 de octubre de 2023. 4.) Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Valeria Fallas Abarca como representante legal de la joven (nombre 2), en calidad de hija menor de edad, cuya asignación será de un 11,33% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el señor Zúñiga López al momento de su deceso equivalente a ¢69 122,83 (sesenta y nueve mil ciento veintidós colones con ochenta y tres céntimos) mensuales en bruto menos las deducciones que por Ley correspondan. Esto a partir del 27 de noviembre de 2023, fecha en que se finalizó de aportar la documentación para la solicitud de pensión, según lo normado en el artículo 37 del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones que indica: “…en los casos en los que la solicitud se presente posterior a ese plazo, el beneficio se otorgará a partir de la fecha de presentación de la respectiva gestión”. 5.) En lo referente a la solicitud de pensión presentada por la señora Karol Ramírez Chinchilla, representante legal del menor de edad (nombre 1), en calidad de hijo del señor Zúñiga López, esta junta acuerda, que con base en el criterio jurídico N° 0035-AJ/DJA-2024 del 8 de abril de 2024, suscrito por los licenciados Eduardo Chacón Monge, Diego Mora Araya, asesores jurídicos interinos de la JUNAFO, y acogido por este cuerpo colegiado en sesión N° 16-2024 del 10 de abril de 2024, artículo XIV, desestimar la gestión e instar a la señora Ramírez, para que presente la documentación respectiva y se someta al procedimiento establecido para el otorgamiento de la pensión de su hijo menor de edad, de conformidad con los artículos 228 y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Asimismo, se les indica a los beneficiarios que en caso de que la señora Ramírez se someta a dicho procedimiento y se determine el beneficio de su hijo menor de edad, los porcentajes otorgados en este acuerdo, podrían ser variados. 6.) Se le aclara a las jóvenes (nombre 4), (nombre 3) e (nombre 2), que a partir de la fecha en la que cumplen la mayoría de edad, se les otorgará dicho beneficio hasta los 25 años de edad, siempre y cuando presenten ante la Dirección de la JUNAFO la documentación que acredite que se encuentran realizando estudios académicos, así como los resultados obtenidos, ambos, de acuerdo con la periodicidad de su centro de estudio, de conformidad con lo establecido en el artículo N° 228, numeral 1.2, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual literalmente indica: “Tienen derecho a pensión por orfandad: 1) Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas: (…) 1.2) Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora”. Así como el cumplimiento de las directrices indicadas en el Reglamento General del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y con la Política de Estudiantes Pensionados. 7.) Notificar el presente acuerdo a las personas interesadas. 8.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo que corresponda. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.	

-o0o-

El señor presidente da por finalizada la sesión al ser las diez horas con cinco minutos.


	
	

	Doctor Juan Carlos Segura Solís
Presidente Junta Administradora
	Licenciado Parris Quesada Madrigal
Secretario Junta Administradora



- Acta aprobada el 23 de abril de 2024 -
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